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REFORMA DEL ARTÍCULO 165 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, 

PARA GARANTIZAR LA PUBLICIDAD Y LA RENDICIÓN DE CUENTAS EN EL 

RÉGIMEN DISCIPLINARIO DE LAS MAGISTRATURAS DE LA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. 

Expediente n.°25.719 

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

I. Objeto de la iniciativa y antecedente inmediato 

Esta iniciativa propone que el acuerdo mediante el cual la Corte Suprema de 

Justicia suspende a una de sus integrantes o a uno de sus integrantes, en 

aplicación del régimen disciplinario, se adopte en sesión pública y mediante 

votación pública, y no en la votación secreta de dos tercios que hoy impone el 

artículo 165 de la Constitución Política. 

El propósito no es nuevo en la corriente legislativa. Fue planteado en el 

expediente n.° 16.7721 y, más recientemente, en el expediente n.° 20.891, 

«Reforma del artículo 165 de la Constitución Política», presentado el 16 de julio 

de 2018, admitido a discusión el 21 de setiembre de 2022, dictaminado 

afirmativamente por la comisión especial el 28 de noviembre de 2022 y 

aprobado en primer debate de primera legislatura, en la sesión ordinaria n.° 134 

de 8 de febrero de 2023, con el voto afirmativo unánime de las cincuenta 

personas legisladoras presentes. 

Sometido a la consulta preceptiva de constitucionalidad, ese expediente fue 

objeto de la opinión consultiva n.° 2023-008903 de 19 de abril de 20232, en la cual 

la Sala Constitucional determinó que el procedimiento adolecía de un vicio 

sustancial, por haberse practicado las tres lecturas de la proposición por 

integraciones distintas de la Asamblea Legislativa y luego de un plazo superior a 

cuatro años. El Tribunal Constitucional precisó que el requisito del artículo 195, 

inciso 2), de la Constitución Política debe cumplirse bajo la misma integración 

según el período constitucional correspondiente, y advirtió que ese criterio se 

 
1Expediente legislativo n.° 16.772, «Reforma del artículo 165 de la Constitución Política», archivado por vencimiento del plazo cuatrienal 

desde el 24 de octubre de 2018, conforme al artículo 119 del Reglamento de la Asamblea Legislativa. 

2Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, opinión consultiva n.° 2023-008903 de 19 de abril de 2023, dictada en el expediente 

n.° 23-003342-0007-CO, consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad formulada por el Directorio de la Asamblea Legislativa sobre 

el proyecto tramitado en el expediente legislativo n.° 20.891. 
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revalora y se reconsidera «para este y los futuros proyectos de reforma 

constitucional». 

El Departamento de Estudios, Referencias y Servicios Técnicos, en el oficio n.° AL-

DEST-ICONST-003-20243, concluyó que el vicio no admitía subsanación ni 

convalidación, que no era posible retrotraer las actuaciones al momento anterior 

a la primera lectura y que la anulación de lo actuado arrastraría la aprobación 

de las mociones de prórroga del plazo cuatrienal. En consecuencia, recomendó 

a la Comisión Permanente Especial de Consultas de Constitucionalidad proponer 

al Plenario el archivo del expediente. 

De ahí que la vía idónea para dar continuidad a una propuesta cuyo fondo 

obtuvo respaldo unánime en primer debate no sea la reactivación del 

expediente anterior, sino la presentación de una iniciativa nueva, que permita 

practicar las tres lecturas ante una misma integración parlamentaria y dentro de 

un mismo período constitucional. Ese es, precisamente, el objeto de este 

proyecto. 

Se aprovecha la ocasión para incorporar las observaciones de técnica 

legislativa y de fondo formuladas por el Departamento de Servicios Técnicos en 

el informe jurídico n.° AL-DEST-IJU-289-20224, así como para atender la 

advertencia consignada por el magistrado Cruz Castro en sus razones 

adicionales, en el sentido de que la publicación formal del proyecto en el diario 

oficial La Gaceta debe preceder a cualquier votación y de que no resulta válido 

sanear esa omisión con una publicación posterior.5 

II. La norma vigente y su origen constituyente 

El artículo 165 de la Constitución Política dispone en la actualidad: 

«Artículo 165.- Los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia no 

podrán ser suspendidos sino por declaratoria de haber lugar a 

formación de causa, o por los otros motivos que expresa la ley en el 

capítulo correspondiente al régimen disciplinario. En este último caso, 

 
3Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, Departamento de Estudios, Referencias y Servicios Técnicos, oficio n.° AL-DEST-

ICONST-003-2024 de 12 de agosto de 2024, informe jurídico-constitucional sobre la resolución n.° 08903-2023 en relación con la consulta 

preceptiva de constitucionalidad del expediente n.° 20.891. 

4Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, Departamento de Estudios, Referencias y Servicios Técnicos, oficio n.° AL-DEST-IJU-

289-2022 de 20 de octubre de 2022, informe jurídico sobre el expediente n.° 20.891. 

5Razones adicionales del magistrado Fernando Cruz Castro consignadas en la opinión consultiva n.° 2023-008903, en las que advierte que 

la publicación en el diario oficial La Gaceta debe preceder a la votación en primer debate de primera legislatura y que no resulta 

válido sanear la omisión con una publicación posterior. 
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el acuerdo habrá de tomarse por la Corte Suprema de Justicia, en 

votación secreta no menor de los dos tercios del total de sus miembros». 

Ese mandato es desarrollado por el artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial, que reitera el carácter secreto de la votación y fija en dos tercios del 

total de sus miembros la mayoría necesaria para decretar la suspensión.6 La 

reserva no es una práctica: es una obligación jurídica cuyo incumplimiento 

puede acarrear consecuencias penales, pues el artículo 346 del Código Penal 

sanciona la divulgación de hechos, actuaciones o documentos que por ley 

deban permanecer secretos.7 Una magistrada o un magistrado que decidiera 

hacer público el sentido de su voto quedaría, hoy, expuesto a una denuncia 

penal. 

Conviene detenerse en el origen de esta regla. En las actas de la Asamblea 

Nacional Constituyente de 1949, la discusión sobre el Poder Judicial giró en torno 

a la inamovilidad de las magistraturas, a la duración de su nombramiento y a las 

garantías de independencia frente a la política. El contenido final del artículo 

165 y en particular el carácter secreto de la votación y la exigencia de dos tercios 

no fue objeto de debate expreso ni de razonamiento en actas.8 La regla se 

incorporó, por así decirlo, sin discusión. 

Lo que sí quedó consignado, y con notable franqueza, fue la preocupación de 

varios constituyentes por la capacidad real de un cuerpo colegiado pequeño 

para sancionar a sus propios integrantes. El representante Arroyo advirtió que en 

nuestro medio privan siempre las componendas, la amistad y los compadrazgos, 

y que sería muy difícil que la propia Corte estableciera sanciones contra 

cualquiera de sus miembros. El diputado Arias Bonilla coincidió en que podía 

ocurrir que la Corte no fuese lo suficientemente enérgica, por una serie de 

razones, para llevar la sanción a uno de sus integrantes. El representante Baudrit 

Solera, defensor de la competencia disciplinaria de la Corte, replicó que, 

tratándose de faltas graves, el propio prestigio de la Corte entraría en juego, y 

preguntó quién habría de ser más severo con las magistraturas: la Corte, que se 

juega su propio prestigio, o un cuerpo político como el Congreso. 

 
6Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley n.° 8 de 29 de noviembre de 1937 y sus reformas, artículo 182. 

7Código Penal, Ley n.° 4573 de 4 de mayo de 1970 y sus reformas, artículo 346, que sanciona con prisión de tres meses a 

dos años al funcionario público que divulgare hechos, actuaciones o documentos que por la ley deban quedar 

secretos. 

8Asamblea Nacional Constituyente, actas n.° 140 y 141 de 1949, tomo III de las Actas de la Asamblea Nacional 

Constituyente. Los pasajes citados corresponden a las intervenciones de los representantes Arroyo, Arias Bonilla y Baudrit 

Solera. 
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Ese intercambio es hoy el mejor argumento a favor de la reforma. El equilibrio 

que el constituyente imaginó descansa sobre el prestigio de la Corte; y el 

prestigio, por definición, es un bien que solo opera a la luz pública. Una votación 

secreta neutraliza justamente el mecanismo que Baudrit Solera invocó para 

confiar la potestad disciplinaria a la propia Corte. Setenta y seis años después, 

corresponde completar aquella construcción con el elemento que le faltaba: la 

visibilidad de la decisión. 

III. El giro constitucional del año 2000 y su desarrollo legislativo 

La Constitución de 1949 no es la misma que la de hoy. Mediante la Ley n.° 8003 

de 8 de junio de 20009, la Asamblea Legislativa, en función de constituyente 

derivado, reformó el artículo 11 para incorporar de manera expresa la 

evaluación de resultados y la rendición de cuentas como principios de rango 

constitucional, con la consecuente responsabilidad personal de las personas 

funcionarias en el cumplimiento de sus deberes. 

Ese mandato produjo un desarrollo legislativo sostenido, del que forman parte la 

Ley General de Control Interno10 y la Ley contra la Corrupción y el 

Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.11 El artículo 165 quedó, en cambio, 

intacto: es una norma de 1949 que convive con un artículo 11 de 2000 y con un 

ordenamiento legal construido sobre la premisa contraria a la suya. 

La consecuencia práctica de esa disonancia es que el único acto del Estado 

costarricense en el que la Constitución impone expresamente el secreto del voto 

para valorar la conducta de una persona funcionaria es, precisamente, aquel 

en el que se juzga a quienes ocupan la más alta jerarquía del Poder Judicial. La 

excepción rige donde la regla debería ser más exigente. 

 

 

IV. La transparencia y la publicidad en la jurisprudencia constitucional 

 
9Ley n.° 8003, Reforma del artículo 11 de la Constitución Política, de 8 de junio de 2000, publicada en La Gaceta n.° 126 

de 30 de junio de 2000. 

10Ley n.° 8292, Ley General de Control Interno, de 31 de julio de 2002. 

11Ley n.° 8422, Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, de 6 de octubre de 2004.  
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La Sala Constitucional ha desarrollado con firmeza el contenido de los principios 

de transparencia y publicidad administrativas. En la resolución n.° 2003-0212012 

sostuvo que todos los entes y órganos públicos están sujetos a los principios 

constitucionales implícitos de transparencia y publicidad, que deben ser la regla 

de toda actuación administrativa, y que las organizaciones colectivas del 

Derecho Público están llamadas a ser verdaderas casas de cristal en cuyo interior 

puedan escrutar y fiscalizar, a plena luz del día, todos los administrados. En la 

misma resolución precisó que el secreto o la reserva administrativa constituyen 

una excepción justificada únicamente bajo circunstancias calificadas, cuando 

por su medio se tutelan valores y bienes constitucionalmente relevantes. 

La Procuraduría General de la República ha razonado en idéntico sentido, al 

señalar que la transparencia y la publicidad son la base para combatir la 

corrupción y que, en la medida en que los entes públicos actúen 

transparentemente, comunicando fielmente las decisiones que se toman y los 

motivos que las justifican, aumenta la confianza de la población en sus 

gobernantes y administradores.13 

Especialmente pertinente para esta reforma es la resolución n.° 2018-00344914, en 

la cual la Sala Constitucional estableció, como regla general y salvo norma legal 

en contrario, que en la última etapa de un procedimiento disciplinario que no 

termina sino con la notificación de la resolución final a las partes cesa la 

confidencialidad de la información contenida en el expediente administrativo, 

por versar sobre cuestiones relacionadas con el desempeño de las personas 

servidoras estatales, materia de evidente interés público. 

Esa línea jurisprudencial ofrece el criterio de deslinde que este proyecto adopta: 

reserva durante la instrucción, publicidad a partir del acto final. No se trata de 

exhibir la denuncia, sino de conocer la decisión y a quienes la tomaron. 

 

V. Los compromisos internacionales asumidos por Costa Rica 

La evolución del ordenamiento interno ha corrido en paralelo con la del Derecho 

internacional. Costa Rica es Parte de la Convención Interamericana contra la 

 
12Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución n.° 2003-02120 de las trece horas con treinta minutos del 14 de marzo de 

2003, considerandos I y II. 

13Procuraduría General de la República, dictamen n.° C-335-2003 de 28 de octubre de 2003. 
14Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución n.° 2018-003449 de las diez horas diez minutos del 2 de marzo de 2018. 
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Corrupción15 y de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 

cuyos artículos 5 y 7 comprometen a los Estados a aplicar políticas que reflejen 

los principios del imperio de la ley, la integridad, la transparencia y la obligación 

de rendir cuentas.16 

Corresponde destacar, por su pertinencia directa, el artículo 11 de esa última 

Convención, dedicado específicamente al poder judicial. La norma obliga a los 

Estados Parte a adoptar medidas para reforzar la integridad y evitar toda 

oportunidad de corrupción entre los miembros del poder judicial, y lo hace con 

una fórmula que resuelve por anticipado la objeción más previsible a esta 

reforma: tales medidas se adoptan teniendo presentes la independencia del 

poder judicial y su papel decisivo en la lucha contra la corrupción, y sin 

menoscabo de esa independencia.17 La integridad judicial y la independencia 

judicial no se contraponen: la primera es condición de la segunda. 

En el ámbito regional, la Carta Democrática Interamericana consagra la 

transparencia de las actividades gubernamentales, la probidad y la 

responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública como componentes 

fundamentales del ejercicio de la democracia.18 

VI. La armonización con la legislación vigente: una asimetría que debe 

corregirse 

El Poder Judicial costarricense ya recorrió, por vía legal, el camino que esta 

reforma propone completar en sede constitucional. La Ley n.° 9782 dispuso que 

las sesiones del Consejo Superior del Poder Judicial serán públicas, salvo en casos 

especiales debidamente motivados en que la ley disponga lo contrario.19 Poco 

después, la Ley n.° 10325 estableció que los nombramientos se realizan mediante 

votación pública, que las sesiones y votaciones de la Corte Plena serán públicas 

y que la designación de la Presidencia y la Vicepresidencia de la Corte se hace 

en votación pública.20 

De todo lo anterior resulta una asimetría difícil de justificar. Por mandato legal, la 

Corte Plena delibera y vota públicamente cuando administra, cuando nombra 

 
15Convención Interamericana contra la Corrupción, suscrita en Caracas el 29 de marzo de 1996, aprobada por Ley n.° 7670 de 17 de abril de 1997. 

16Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, adoptada en Nueva York el 31 de octubre de 2003, aprobada por Ley n.° 8557 de 29 de noviembre de 2006, artículos 5 y 7. 

17Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, artículo 11, «Medidas relativas al poder judicial y al ministerio público», párrafo 1. 

18Carta Democrática Interamericana, aprobada por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos en su vigésimo octavo período extraordinario de sesiones, Lima, 11 de 

septiembre de 2001, artículos 3 y 4. 

19Ley n.° 9782, Reforma del artículo 77 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Ley para promover la publicidad, la transparencia y la rendición de cuentas en las sesiones del Consejo Superior 

del Poder Judicial, de 12 de noviembre de 2019. 
20Ley n.° 10325, Ley para garantizar transparencia en las votaciones del Poder Judicial, de 9 de noviembre de 2022, que reformó los artículos 15 y 58 y el inciso 6) del artículo 59 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial. Corresponde al expediente legislativo n.° 23.313, aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de 11 de octubre de 2022. 
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y cuando dictamina proyectos de ley. Por mandato constitucional, debe hacerlo 

en secreto precisamente cuando juzga la conducta de sus propios integrantes, 

es decir, en el único supuesto en el que la deliberación versa sobre la idoneidad 

de quienes ejercen el poder de juzgar. La reforma que se propone no introduce 

un principio nuevo en el Poder Judicial: elimina la única excepción constitucional 

que impide aplicarlo de manera coherente. 

VII. Publicidad e independencia judicial: una tensión aparente 

Esta iniciativa se presenta con plena conciencia de la advertencia consignada 

por el magistrado Rueda Leal en su nota separada a la opinión consultiva n.° 

2023-008903, en el sentido de que la inamovilidad de quienes ejercen la 

magistratura fue estimada por el constituyente como un pilar básico del equilibrio 

entre Poderes.21 Esa observación se comparte y se atiende. 

Debe subrayarse, por ello, lo que este proyecto no hace. No altera las causales 

por las cuales una magistratura puede ser suspendida, que siguen siendo las que 

el legislador defina en el capítulo correspondiente al régimen disciplinario. No 

traslada la competencia disciplinaria a otro Poder de la República ni a órgano 

alguno ajeno a la Corte Suprema de Justicia. No modifica el régimen de 

nombramiento, reelección ni inamovilidad de las magistraturas. No suprime la 

intervención de la Asamblea Legislativa en el supuesto de revocatoria del 

nombramiento. Su alcance es estrictamente procedimental: se refiere a la forma 

en que la Corte adopta el acuerdo, no a su contenido ni a quién lo adopta. 

En la misma dirección apuntan los Principios de Bangalore sobre la conducta 

judicial, que erigen la integridad y la corrección en condiciones del ejercicio de 

la función jurisdiccional y parten de la premisa de que la corrupción judicial 

socava el principio de legalidad y afecta la confianza pública en el sistema de 

justicia.22 

VIII. La confianza ciudadana como bien jurídico que debe protegerse 

El Informe Estado de la Justicia 2025, elaborado por el Programa Estado de la 

Nación del Consejo Nacional de Rectores23, documenta que, en solo dos de los 

veinte años transcurridos entre 2004 y 2023, las personas que confían en el Poder 

Judicial han constituido un grupo de igual o mayor tamaño que las que 

 
21Nota separada del magistrado Paul Rueda Leal consignada en la opinión consultiva n.° 2023-008903. 

22Principios de Bangalore sobre la conducta judicial, adoptados en la Mesa Redonda de Presidentes de Tribunales Supremos celebrada en La Haya en 

noviembre de 2002 y respaldados por la resolución 2006/23 del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, de 27 de julio de 2006. 

23Programa Estado de la Nación, Consejo Nacional de Rectores, Informe Estado de la Justicia 2025, capítulo 1, «Sinopsis», San José, 2025. 
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desconfían de él. El mismo Informe identifica, para 2024, tres perfiles de actitud 

ciudadana hacia la institución, entre los cuales el grupo crítico radical y el 

institucionalista alcanzan proporciones prácticamente equivalentes.24 

Ese mismo estudio aporta el dato que da sentido a esta reforma: el apoyo a la 

independencia judicial es la única característica común a los tres perfiles, y una 

mayoría de las personas encuestadas coincide en que las decisiones de las y los 

jueces deben ser independientes del Poder Ejecutivo y del Legislativo.25 Existe, 

pues, un consenso social de fondo sobre el valor de la independencia judicial 

que convive con una desconfianza extendida hacia el desempeño institucional. 

Ese es exactamente el terreno en el que la opacidad resulta más costosa. 

Cuando la ciudadanía no puede saber cómo votó cada magistratura al juzgar 

a uno de sus pares, el silencio no se interpreta como prudencia sino como 

corporativismo, y cada sospecha queda sin posibilidad de ser desmentida. La 

publicidad del voto no garantiza que toda decisión sea acertada, pero permite 

que sea defendida, discutida y atribuida. En un contexto de erosión de la 

confianza institucional, esa posibilidad no es un detalle procedimental: es una 

defensa del propio Poder Judicial. 

IX. Contenido de la reforma propuesta 

El siguiente cuadro comparativo permite apreciar el alcance de la modificación, 

tanto respecto del texto constitucional vigente como del texto tramitado en el 

expediente n.° 20.891: 

Texto vigente Texto del expediente n.° 

20.891 

Texto que se propone 

Artículo 165.- Los 

Magistrados de la Corte 

Suprema de Justicia no 

podrán ser suspendidos 

sino por declaratoria de 

haber lugar a formación 

de causa, o por los otros 

motivos que expresa la 

ley en el capítulo 

correspondiente al 

Artículo 165- Los 

magistrados de la Corte 

Suprema de Justicia no 

podrán ser suspendidos 

sino por declaratoria de 

haber lugar a formación 

de causa, o por los otros 

motivos que expresa la 

ley en el capítulo 

correspondiente al 

Artículo 165- Las magistradas 

y los magistrados de la Corte 

Suprema de Justicia no 

podrán ser suspendidos sino 

por declaratoria de haber 

lugar a formación de causa, 

o por los otros motivos que 

expresa la ley en el capítulo 

correspondiente al régimen 

disciplinario. En este último 

 
24Ibídem. El Informe consigna, para 2024, un 37,5 % de personas «críticas pragmáticas», un 31,5 % de «institucionalistas» y un 31,0 % de «críticas radicales», con 

base en el procesamiento de las encuestas del Centro de Investigación y Estudios Políticos de la Universidad de Costa Rica. 

25Ibídem. El Informe registra que un 64,4 % de las personas encuestadas está de acuerdo con esa afirmación. 
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Texto vigente Texto del expediente n.° 

20.891 

Texto que se propone 

régimen disciplinario. En 

este último caso, el 

acuerdo habrá de 

tomarse por la Corte 

Suprema de Justicia, en 

votación secreta no 

menor de los dos tercios 

del total de sus 

miembros. 

régimen disciplinario. En 

este último caso, el 

acuerdo habrá de 

tomarse en, sesión 

pública, por la Corte 

Suprema de Justicia. La 

votación deberá ser 

pública y requerirá de 

mayoría simple del total 

de sus miembros. 

caso, el acuerdo habrá de 

tomarse por la Corte 

Suprema de Justicia en 

sesión pública, mediante 

votación pública y nominal, 

por mayoría absoluta del 

total de sus miembros. La 

deliberación, la votación, el 

acuerdo, su motivación y el 

sentido del voto de cada 

integrante serán de acceso 

público. 

 

Respecto del texto del expediente 20.891, se introducen los siguientes ajustes, 

todos ellos orientados por los informes del Departamento de Servicios Técnicos: 

a) Se corrige la puntuación de la frase «el acuerdo habrá de tomarse en, sesión 

pública, por la Corte Suprema de Justicia» y se presenta el texto reformado entre 

comillas, conforme a la recomendación expresa de técnica legislativa 

contenida en el informe n.° AL-DEST-IJU-289-2022.26 

b) Se sustituye la expresión «mayoría simple del total de sus miembros» por 

«mayoría absoluta del total de sus miembros». La exigencia aritmética es idéntica 

más de la mitad del número total de integrantes de la Corte, pero la terminología 

es la constitucionalmente correcta: la mayoría simple se computa sobre las 

personas presentes, mientras que la mayoría absoluta se computa sobre el total 

de miembros. 

 

 

 

 

 

 
26Oficio n.° AL-DEST-IJU-289-2022, citado, apartado VI, «Aspectos de técnica legislativa». 
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X. Efectos sobre la Ley Orgánica del Poder Judicial 

Corresponde indicar tal como lo hizo el Departamento de Servicios Técnicos, que 

la aprobación de esta reforma produciría una derogatoria parcial y tácita del 

párrafo primero del artículo 182 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto 

dispone la votación secreta y la mayoría de dos tercios para decretar la 

suspensión de una magistratura.27 Subsistirían, en cambio, la competencia 

disciplinaria de la Corte sobre sus propios miembros, la designación de un órgano 

instructor y la comunicación a la Asamblea Legislativa cuando lo procedente 

sea la revocatoria del nombramiento.28 

 

XI. Consideración final 

La reforma que se somete a conocimiento de este Plenario es, en el fondo, un 

acto de confianza en el Poder Judicial. Parte de la convicción de que una Corte 

Suprema de Justicia que juzga a sus integrantes a la vista de la ciudadanía sale 

fortalecida, no debilitada, de ese escrutinio; y de que el secreto, lejos de 

proteger la independencia judicial, la expone a la sospecha que no puede 

refutarse. El procedimiento agravado del artículo 195 de la Constitución Política29 

garantiza que una decisión de esta naturaleza sea adoptada con la reflexión 

pausada que el constituyente exigió. 

En virtud de las consideraciones expuestas, la importancia de la transparencia 

de todas las actuaciones del Poder Judicial, se somete al conocimiento y a la 

aprobación de las señoras y los señores diputados el siguiente proyecto de 

reforma parcial de la Constitución Política. 

 

 

 
27Oficio n.° AL-DEST-IJU-289-2022, citado, apartado V, «Consideraciones finales». 

28Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 59, inciso 12), que atribuye a la Corte Suprema de Justicia el ejercicio del 

régimen disciplinario sobre sus propios miembros, y artículos 174, 182, 191, 192 y 195, que definen el objeto del régimen 

disciplinario, las faltas graves y gravísimas y las sanciones aplicables. 
29Constitución Política, artículo 195, incisos 1) a 8), y Reglamento de la Asamblea Legislativa, artículo 210, que regulan el procedimiento 

de reforma parcial de la Constitución Política. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 

REFORMA DEL ARTÍCULO 165 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, 

PARA GARANTIZAR LA PUBLICIDAD Y LA RENDICIÓN DE CUENTAS EN EL 

RÉGIMEN DISCIPLINARIO DE LAS MAGISTRATURAS DE LA 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. 

ARTÍCULO ÚNICO- Se reforma el artículo 165 de la Constitución Política de la 

República de Costa Rica, de 7 de noviembre de 1949. El texto es el siguiente: 

«Artículo 165- Las magistradas y los magistrados de la Corte Suprema de 

Justicia no podrán ser suspendidos sino por declaratoria de haber lugar a 

formación de causa, o por los otros motivos que expresa la ley en el 

capítulo correspondiente al régimen disciplinario. En este último caso, el 

acuerdo habrá de tomarse por la Corte Suprema de Justicia en sesión 

pública, mediante votación pública y nominal, por mayoría absoluta del 

total de sus miembros. La deliberación, la votación, el acuerdo, su 

motivación y el sentido del voto de cada integrante serán de acceso 

público y constarán en el acta respectiva. 

 

Rige a partir de su publicación. 

 

Gréthel María Ávila Vargas                               María Isabel Camareno Camareno                       

                  Diputada                                                           Diputada 
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DIPUTACIÓN FIRMA 
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